Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata. Pretensión Indemnizatoria. Responsabilidad civil del funcionario. Incompetencia material del fuero Contencioso Administrativo.

Con fecha 14 de mayo de 2009, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, en la causa Nº. 8566 CCALP VIDELA JUAN CARLOS C/ MENDEZ DELIA ESTHER Y OTROS S/ PRETENSION INDEMNIZATORIA, resolvió por mayoría, rechazar el recurso de apelación deducido por la parte actora y confirmar el pronunciamiento en cuanto hace lugar a la excepción de incompetencia, declarando la incompetencia del fuero contencioso administrativo.

CAUSA Nº 8566 CCALP VIDELA JUAN CARLOS C/ MENDEZ DELIA ESTHER Y OTROS S/ PRETENSION INDEMNIZATORIA

En la ciudad de La Plata, a los catorce días del mes de mayo del año dos mil nueve, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, en Acuerdo Ordinario, con la presencia de los Señores Jueces Dres.Claudia Angélica Matilde Milanta, Gustavo Daniel Spacarotel y Gustavo Juan De Santis, para entender en la causa "VIDELA JUAN CARLOS C/ MENDEZ DELIA ESTHER Y OTROS S/ PRETENSION INDEMNIZATORIA", en trámite ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Nº1 del Departamento Judicial La Plata (Expte. Nº -10167-), previo sorteo y deliberación, se aprueba la siguiente resolución.

La Plata,  14 de mayo de 2009

VISTO Y CONSIDERANDO:

Los recursos de apelación interpuestos por las partes contra el pronunciamiento de primera instancia sobre las excepciones articuladas y que para el tratamiento y resolución de aquéllos corresponde plantear la siguiente

CUESTION:

¿Se ajusta a derecho la sentencia interlocutoria apelada? En su caso: ¿Qué pronunciamiento procede adoptar?

VOTACION:

A la cuestión planteada, la Dra. Milanta dijo:

I- El juez a-quo resuelve rechazar las excepciones de falta de legitimación pasiva y de inhabilidad de la pretensión opuestas por los demandados, de un lado, y hacer lugar a la excepción de incompetencia en razón de la materia, inhibiéndose de seguir interviniendo en el proceso y ordenando la remisión de la causa a la Receptoría General de Expedientes, del otro.

La resolución adoptada es objeto de impugnación tanto por la parte actora, que se agravia de la declinatoria, cuando por los demandados, que la cuestionan en todos sus términos.

Los recursos son admisibles por haber sido deducidos en tiempo y forma (fs. 193/196 vta.; fs. 198/201; fs. 203/206) y procede ingresar en el análisis de sus fundamentos (arts. 55, 56 y concs., ley 12.008) sin perjuicio de lo pertinente a la falta de legitimación (doctr. art. 351, segundo apartado, C.P.C.C. y art. 77, C.P.C.A.), a cuyo fin se precisarán las principales circunstancias de la controversia.

II-  1. El actor, en su carácter de Director del Instituto de Educación Superior Roberto Themis Speroni, inicia demanda de daños y perjuicios contra cuatro funcionarios de la Dirección General de Cultura y Educación (Subsecretaria de Educación, Director de Educación Superior, Inspectora Jefe de Región de Educación Superior e Inspectora) por el ilegítimo y arbitrario accionar que les endilga, como factor de atribución y causa de la pretensión patrimonial que contra ellos formula.

Del relato surge que atribuye animadversión y parcialidad de los demandados hacia su persona como a la institución a la que pertenece, actitudes que culminaron con la Disposición 36/04 que dispuso el traslado preventivo del actor a otra dependencia.

Añade que fue acusado penalmente por tales agentes por desobediencia a dicha resolución administrativa, ámbito donde fue sobreseído.

Puntualiza que impugnó el relevo de sus funciones (Disposición 36/04 cit.) por medio de una acción de amparo en cuyo marco obtuvo una medida cautelar; empero hasta tanto ello sucedió se vio privado de desempeñar su cargo e ingresar al establecimiento.

Refiere otros hechos que inscribe en el hostigamiento de parte de los demandados que intentaron colocarlo en situación de abandono de cargo, a fin de obtener su cesantía, preconstituyendo maliciosamente elementos de cargo en su contra.

Fundamenta la responsabilidad civil de los funcionarios públicos demandados que persigue hacer efectiva, en el art. 1112 del Código Civil.

2. Admitida prima facie la competencia, declarada admisible la pretensión y corrido traslado de la demanda, se presentan los accionados e interponen excepciones de falta de legitimación pasiva, inadmisibilidad de la pretensión e incompetencia (cfr. fs. 86/89, fs. 91/99 vta. y fs. 151/159 vta.).

3. Al contestar las defensas opuestas, la parte actora solicita que, o bien se postergue el tratamiento para la falta de legitimación activa-, o bien se las rechace para las restantes-.

Argumenta que la presente acción se dirige a efectivizar exclusivamente la responsabilidad de los funcionarios codemandados por el daño moral que, aduce, le han causado, excluyendo expresamente la acción contra el patrimonio del Estado. Agrega que la competencia contencioso administrativa no queda excluida aunque se invoque una norma del Código Civil, art. 1112, y que no hay óbice alguno para demandar al funcionario sin hacer lo propio contra el sujeto público. Por último, aduce que no es necesario agotar la vía administrativa pues no pretende impugnar el acto de instrucción de sumario sino sólo tomarlo como ejemplo de la conducta reiterada de manifiesta animosidad en su contra. 

4. El iudex resuelve: que la falta de legitimación pasiva no resulta manifiesta sino que depende de circunstancias fácticas que configuran sustancialmente el objeto de la controversia y deben ser acreditadas en la etapa procesal oportuna; que la pretendida falta de agotamiento de la vía no es oponible en el caso por tratarse de un supuesto de demandabilidad directa de acuerdo a la doctrina de la Suprema Corte (Gaineddu) y que no se controvierte el ejercicio de función administrativa sino la actuación personal de sus dependientes; que el accionante ejerce una acción civil derivada del accionar de los funcionarios por entender que constituye una falta personal de aquéllos, encuadrada totalmente en el sistema de derecho privado y, por ende, el caso no corresponde a la competencia material del fuero contencioso administrativo (arts. 2 inc. 4 y 4 inc. 1 del C.P.C.A.).

Por consiguiente, rechaza las excepciones citadas en primer y segundo término y se inhibe para seguir interviniendo.

5. Los agravios de la actora y de los demandados llevan a la revisión in totum del pronunciamiento.

III- 1. El primer error en el juzgamiento que encierra la sentencia interlocutoria, es el haber abordado las defensas de falta de legitimación y de inadmisibilidad, para luego hacer lugar a la de incompetencia.

De acuerdo a lo dispuesto por el art. 351 del C.P.C.C., aplicable al proceso de autos (art. 77, C.P.C.A.), el orden de tratamiento de las excepciones, cuando se interponen varias y una de ellas es la incompetencia, ha de comenzar por esta última, toda vez que, de otro modo, se priva al magistrado llamado a intervenir de la atribución para decidir cuanto corresponda amén de decidirse sobre asuntos que, eventualmente, pueden resultar inoficiosos.

2. Sin perjuicio de ello, entiendo que tal pronunciamiento, en cuanto declara la incompetencia del fuero contencioso administrativo, se ajusta a la cláusula material que rige para este proceso (art. 166 quinto apartado de la Constitución Provincial) como a su reglamentación legal (arts. 1, 2 y 4, ley 12.008).

En efecto, en autos se intenta hacer efectiva la responsabilidad de funcionarios públicos de la administración provincial por los daños que se alegan padecidos y ocasionados por la actuación de aquéllos en ejercicio de las atribuciones inherentes a sus respectivos cargos que se alega cumplida con animadversión, hostigamiento y arbitrariedad y, en tal carácter, incursos los agentes involucrados en el irregular ejercicio que establece, como presupuesto del deber de responder, el art. 1112 del Código Civil.

De allí que se advierte la persecución de una obligación personal y no como titulares de la función administrativa, pues no se demanda al sujeto público ni se imputa responsabilidad emergente de la actuación estatal, sino de la persona que desempeña la actividad.

Cabe poner de relieve que aunque la imputación se efectúa en forma directa al empleado, de acuerdo a esa norma inserta en el Código Civil y si bien se lo hace como consecuencia inmediata o bien por el mismo desempeño funcional aludido, ello no altera el encuadre del caso que procede ubicar por fuera de los contornos establecidos en la cláusula superior, tal como resulta de la reseña de los hechos y fundamentos de derecho realizados en la postulación.

Independientemente de si es posible hacer jugar un supuesto como el de autos en el marco de las circunstancias que lo rodean, en forma aislada o autónoma de la atribución que pudiese formularse a la persona pública con motivo del ejercicio de la función estatal, lo cierto es que, a los fines de la determinación de la competencia material el planteo que abre la jurisdicción, exhibe una materia ajena a la justicia contencioso administrativa.

De un lado, porque la responsabilidad que se intenta hacer efectiva es la individual del funcionario por el ejercicio irregular de funciones administrativas que ubican en factores subjetivos de su conducta tales como hostigamiento y animadversión. Del otro, por cuanto la supuesta irregularidad aunque pueda tornar necesario analizar los deberes propios de la esfera de atribuciones para determinar si ellos han sido observados en debida forma o infringidos, como sostiene el demandante, limita su influencia, en este caso, al exclusivo ámbito de la persona sin connotación en la función estatal. 

No se halla en tela de juicio esa actuación ni requerida para responder por ella la persona pública. La remisión al derecho administrativo conforme a la demanda instaurada y sus fundamentos de hecho y de derecho, no modifica la determinación de la competencia material en torno a la responsabilidad subjetiva y autónoma de los agentes.

Cabe tener presente que el art. 1112 del Código Civil establece que los hechos y omisiones de los funcionarios públicos en el ejercicio de sus funciones, por no cumplir sino de una manera irregular las obligaciones legales que les están impuestos, son comprendidos en las disposiciones de este Tìtulo, esto es De las obligaciones que nacen de los hechos ilícitos que no son delitos. 

La responsabilidad civil de los funcionarios, que cabe diferenciar de la administrativa que asimismo los alcanza, denota la presencia de un ámbito litigioso ajeno a la concepción constitucional de la materia del fuero contencioso administrativo.

De acuerdo a la exégesis general, un supuesto como el planteado en autos permitiría diferenciar entre falta personal y falta de servicio,  para deslindar la efectiva posibilidad de perseguir una reparación de los funcionarios intervinientes, antes que del Estado o de consuno con éste. El de autos permite visualizar, prima facie, un caso de falta personal, que como tal lo coloca en la esfera de competencia propia o residual en lo civil y comercial.

El llamamiento de los demandados a juicio, a fin de responder en forma directa, no como dependientes estatales, por el modo irregular con que han ejercido las atribuciones de sus cargos, exhibe desentrañar aspectos personales de la conducta desplegada, con prescindencia de la imputabilidad estatal.

Que lo expuesto remita a la dilucidación de la existencia de irregularidad en el ejercicio de funciones administrativas de los demandados, a la luz de las normas que la rigen, como se ha visto, carece de entidad para suscitar la jurisdicción del fuero contencioso administrativo.

La Constitución provincial establece que los casos originados por la actuación u omisión de la Provincia, los municipios, los entes descentralizados y otras personas, en el ejercicio de funciones administrativas, serán juzgados por tribunales competentes en lo contencioso administrativo (art. 166, quinto apartado).

Cuando esa norma preceptúa el ejercicio de funciones administrativas de otras personas, se refiere a los entes o sujetos no estatales o particulares que titularizan ese desempeño estatal por delegación o asignación legal o contractual; mas no alude a los individuos o a las personas que ocupan como agentes o funcionarios- los cargos públicos de los órganos administrativos estatales. 

En esta aproximación hacia la calificación de la índole de la contienda y sin que ello signifique anticipo de jurisdicción acerca de la decisión de fondo, cabe pues concluir que aquélla no reviste carácter contencioso administrativo, pues no encuadra en la norma general (art. 166, Const. Cit.),  toda vez que no compromete el ejercicio funcional en sus actuaciones, actos u omisiones en forma directa, sino que se demanda únicamente a los agentes ubicándose la causa del daño en el irregular o defectuoso comportamiento personal de los mismos (art. 1112, C.C.).

La doctrina vinculada con la responsabilidad del Estado por falta de servicio y su sustento normativo, entre otras normas, en el art. 1112 del Código Civil, como la calificación de administrativa de esta última disposición (ver asimismo doctr. arts. 1, 2 y concs., ley 12.008), no debilitan el razonamiento precedente. Ello por cuanto se trata de una preceptiva que mantiene su vigor en torno a la responsabilidad personal de los funcionarios públicos, autonomía que no pierde por el hecho de ser expresión de la aludida elaboración doctrinaria.  

La pretensión resarcitoria entablada sólo contra las personas físicas, en su calidad individual de agentes públicos, no suscita la competencia de este fuero. 

Si es cierto que no resulta esencial que la demanda sea dirigida contra el Estado o bien que tenga lugar la presencia del sujeto público en el juicio para configurar el caso contencioso administrativo (doctr. S.C.B.A. causas B-64745, Consorcio de Gestión del Puerto de Bahía Blanca, res. de fecha 23-10-02; B-64542 Pecom Energía S.A. c/Exlogan S.A. s/Amparo cuestión de competencia-, res. de fecha 18-12-02, entre muchas), también lo es que a ese fin es indispensable que la controversia se origine en el ejercicio de la función administrativa (conf. causa B- 64745, cit) y no, como sucede aquí, en la actitud personal asumida por los demandados al desarrollarla en el marco de la responsabilidad civil (doctr. art. 1.112, Cód. Civ.).

3. Tales razones llevan a confirmar el pronunciamiento declarativo de la incompetencia, revocándolo en cuanto se pronuncia sobre la falta de legitimación pasiva y admisibilidad de la pretensión (arts. 1, 2, 4, 35, 55, 56 y concs., C.P.C.A. y 351, 352 inc.1º y concs., C.P.C.C. y 77, C.P.C.A.).

IV- En mérito de las razones expuestas, corresponde:

1. Rechazar el recurso de apelación deducido por la parte actora y confirmar el pronunciamiento en cuanto hace lugar a la excepción de incompetencia, declarando la incompetencia del fuero contencioso administrativo (arts. 166, Const. Prov.; 1, 2 y concs., ley 12.008; arts. 55, 56 y concs., ley cit.) y devolver la causa al juzgado de origen a los fines de la remisión a la Receptoría General de Expedientes;

2. Hacer lugar a los recursos de apelación interpuestos por los demandados, revocando el acto judicial en cuanto se pronuncia sobre las excepciones de inadmisibilidad de la pretensión y de falta de legitimación pasiva, a fin de que el órgano judicial llamado a resolver el caso ejerza su competencia decisoria al respecto (arts. 12 inc. 3, 35 inc. 1, g e i, 36, 55, 56 y concs., ley 12.008).

3. Aplicar las costas en el orden causado, en ambas instancias (art. 51, C.P.C.A.).

Así lo voto.

A la misma cuestión planteada, el Dr. Spacarotel adhirió a los fundamentos y solución propuesta por la Dra. Milanta y emitió su voto en idéntico sentido.

A la cuestión planteada, el Dr. De Santis dijo:

Considero ajena al fuero la materia que ofrece el caso que suscitara la jurisdicción.

De los términos de la demanda promovida se deriva en la responsabilidad que el actor atribuye a conductas y comportamientos individuales de los demandados, sin extensión al estado provincial.

Así, no aprecio, en esa controversia, la presencia de los contornos que definen a la función administrativa, pues no ha sido la voluntad estatal, ni un acto atribuible a ella, el núcleo de la pretensión.

Bien es cierto que el actor invoca el carácter de funcionarios públicos de los accionados, empero no pregona factor de atribución al estado, sino, se limita a predicar desvíos personales en los demandados con fuente en las circunstancias que enuncia, todas ellas extrañas al despliegue de los deberes del cargo y sostenidas en imputaciones de animadversión y arbitrariedad, de origen estrictamente personal y sin reflejo en actos estatales que hayan sido objeto de su censura.

Así, ni es el estado el sujeto de reproche, como lo prueba el mismo enfoque de demanda, ni ha sido una de sus funciones la causa del agravio del actor.

De ese modo la materia de polémica no encuadra en el presupuesto de la actuación del fuero (conf. arts. 166 último párr. CPBA, 1, 2, 3, 4, sigs. y ccs. ley 12.008; t. seg. ley 13.101), porque no es el estado el destinatario de la acción, ni la función administrativa de él o de terceros la especie litigiosa.

En ese contexto, es nulo el pronunciamiento recurrido, con la sola excepción de la declaración de incompetencia que ha venido a decidir.

Pues, el juicio de validez de toda declaración judicial no puede informarse sino en el presupuesto previo de la competencia material.

Ausente ella, todo lo actuado, sin ese resguardo necesario, carece de efecto alguno.

Por ello, propongo:

Declarar que el caso no corresponde al fuero contencioso administrativo y revocar el despacho apelado, en todo cuanto exceda del pronunciamiento sobre competencia, declarándolo nulo (arts. 166 CPBA, 1, 2, 3, 4 sigs. y ccs. de la ley 12.008; t. seg. Ley 13.101).

Distribuir las costas de la instancia en el orden causado (art. 51 CCA).

Así lo voto.

Por tales consideraciones, este Tribunal

RESUELVE:

1. Por mayoría, rechazar el recurso de apelación deducido por la parte actora y confirmar el pronunciamiento en cuanto hace lugar a la excepción de incompetencia, declarando la incompetencia del fuero contencioso administrativo (arts. 166, Const. Prov.; 1, 2 y concs., ley 12.008; arts. 55, 56 y concs., ley cit.) y devolver la causa al juzgado de origen a lo fines de la remisión a la Receptoría General de Expedientes;

2. Por mayoría, hacer lugar a los recursos de apelación interpuestos por los demandados, revocando el acto judicial en cuanto se pronuncia sobre las excepciones de inadmisibilidad de la pretensión y de falta de legitimación pasiva, a fin de que el órgano judicial llamado a resolver el caso ejerza su competencia decisoria al respecto (arts. 12 inc. 3, 35 inc. 1, g e i, 36, 55, 56 y concs., ley 12.008).

3. Aplicar las costas en el orden causado, en ambas instancias (art. 51, C.P.C.A.).

Regístrese, notifíquese y devuélvase al juzgado de origen, oficiándose por Secretaría.

Firmado: Claudia A.M. Milanta. Juez. Gustavo Daniel Spacarotel. Juez. Gustavo  Juan De Santis. Juez. Monica M. Dragonetti. Secretaria. Registrado bajo el nº 431(I).

